
D
esde sus lejanos orígenes 
las universidades se encar-
naron en los poderes esta-
blecidos, aunque las fratrías 
reclamaban su conducción. 

Subsistían alineadas en uno u otro bando 
en las disputas entre las coronas, las órde-
nes religiosas y el Vaticano, o bien ponían 
en jaque esos poderes usando su efímera 
fuerza y esbozando voluntades de auto-
nomía. Si bien las universidades medieva-
les gozaban de prerrogativas que les per-
mitían usar una simbología propia, deci-
dir sobre los estudios y otorgar títulos, en 
su origen y en su forma de financiamiento 
se escondía una última verdad. Ninguna 
universidad nacía fuera del gesto volunta-
rio de un rey o un Papa y todas se mante-
nían con fondos de aquellas procedencias.

En el siglo XIX las reformas napoleó-
nicas encomendaron a la universidad 
formar los profesionales que requería el 
proyecto de un nuevo orden social. La di-
señaron como un órgano del Estado mo-
derno, financiando la reforma de los an-
tiguos claustros y el sostenimiento de las 
novedosas facultades. La “universidad 
napoleónica” es por definición un orga-
nismo estatal.

En la genealogía de las universidades 
latinoamericanas se encuentra su depen-
dencia colonial de otros poderes: el Conse-
jo de Indias, el virrey, los oidores. El patro-
nato era en la práctica ejercido por el rey, 
de cuyo aporte dependían. En cuanto al 
modelo napoleónico, en el caso de Argenti-
na fue introducido legalmente en 1885 por 
la Ley Nº 1.597 conocida como Ley Avella-
neda. En los Artículos 4º y 7º se refiere a un 
“fondo universitario” y a “derechos uni-
versitarios”, denominación equivalente a 
“aranceles”. Situémosla en su época: la Ley 
de Educación Común (1.420/84) acababa 
de dictarse. La oligarquía agroexportado-
ra representada por el gobierno de Julio A. 

Roca entendía que era menester poblar el 
país y coincidía con la masa de inmigrantes 
en la necesidad de garantizar la educación 
gratuita desde el Estado. La enseñanza pri-
maria se generalizaría a mediados del siglo 
XX. En cuanto a la secundaria pública, tan-
to los colegios como las trayectorias que 
otorgaban formación profesional como las 
Escuelas Normales, industriales y profe-
sionales fueron fundadas y sostenidas por 
el Estado. Su carácter gratuito nunca cons-
tituyó un tema consistente de discusión. 
Ésta quedó desplazada hacia la cuestión 
del subsidio estatal a las escuelas privadas.

Aunque muchos inmigrantes soñaran 
con el “hijo doctor”, su problema inmedia-
to era que los chicos terminaran la prima-
ria y los adolescentes estudiaran o trabaja-
ran. El Movimiento Reformista desconta-
ba que la enseñanza universitaria era una 
función pública y esbozaba un concepto 
avanzado de Estado en el cual tuviera ca-
bida la compleja relación entre derechos 
políticos y libertad. El financiamiento no 
constituía un problema, dadas la extrac-
ción social y la baja cantidad de estudiantes 
que tenían éxito al subir la empinada esca-
lera de la educación formal. 

Es en la década de 1940 cuando se em-
pieza a sostener que la universidad públi-
ca es un servicio que el Estado debe dis-
poner para toda la sociedad con los im-
puestos que pagan los ciudadanos. El 22 
de noviembre de 1949, el entonces Pre-
sidente de la Nación, Juan D. Perón, fir-
mó y promulgó el Decreto Nº 29.337 de 
gratuidad de la enseñanza universitaria. 
Desde esa fecha todas las universidades 
nacionales suprimieron el arancel. Desde 
el punto de vista legal, fue la Ley Taiana 
(20.654/74) la que reunió las banderas re-
formistas (autonomía, libertad de cátedra 
y cogobierno) con la gratuidad. Habiendo 
sido interrumpida la continuidad institu-
cional por la dictadura militar, el gobier-

no de Raúl Alfonsín repuso la vigencia de 
los cuatro principios. La presidencia de 
Carlos Menem, a su vez, dictó una Ley 
de Educación Superior (24.521/95) que 
abrió la posibilidad de su arancelamiento 
y mercantilización, acorde con las direc-
tivas del Banco Mundial (BM), el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) y el 
Fondo Monetario Internacional (FMI) 
en el marco de la instalación de las políti-
cas monetaristas, la libertad de mercado 
y la reducción del sector público. La polí-
tica educativa, entonces, fue invadida por 
economistas neoliberales. 

En la Convención Constituyente de 
1994 hubo una histórica disputa sobre 
el alcance de los términos “igualdad” y 
“equidad”, en relación a la educación. Con 
fuerte presión de delegados del BM en el 
lugar, el bloque oficialista logró que se 
inscribieran aquellos términos de mane-
ra vinculante: la gratuidad quedó subor-
dinada a la arbitrariedad de la definición 
circunstancial de equidad. El ministro de 
Educación del gobierno de Menem, Jorge 
Rodríguez, declaró que la gratuidad debía 
sostenerse para los tres niveles escolares 
y la formación docente, pero no para la 
universidad dado que a ésta concurren los 
sectores de mayores ingresos (1). 

Contra la gratuidad
Es importante advertir que los principios 
de política universitaria impuestos por los 
organismos internacionales encontraron 
un terreno fértil en la clase alta argentina, 
los liberales a ultranza, las corporaciones 
profesionales conservadoras, la prensa de 
derecha, quienes eran (y siguen siendo) 
adversos a la democratización de la edu-
cación universitaria. Sus razones no son 
exclusivamente económicas sino fuer-
temente ideológicas. Los argumentos de 
entonces y de ahora son semejantes, su-
mándose en el escenario actual corpora-

ciones empresariales interesadas en el 
negocio de la educación, que está en ple-
no crecimiento como parte del proceso 
de concentración global del capital. Los 
considerandos principales del rechazo a 
la gratuidad son:

• La educación es un bien y no un de-
recho. Y no es un bien social sino privado. 
Su carácter es individual y no social. Los 
sujetos de la apropiación de los benefi-
cios de la educación universitaria son los 
individuos, y no se reconocen sus efectos 
en la sociedad.

• La apropiación no puede responder a 
la lógica de la igualdad sino a la de la equi-
dad y la equidad se asegura si los indivi-
duos que se apropian de la “renta educati-
va” pagan un arancel a cambio de los ser-
vicios educativos que reciben. Por lo tan-
to, deben ser los individuos quienes finan-
cien su educación universitaria. 

• Su distribución debe determinarse 
por criterios meritocráticos. El Estado de-
be intervenir para seleccionar a los más ap-
tos mediante evaluaciones durante y al tér-
mino de los niveles de educación obligato-
ria, de ingreso a las universidades y de ma-
triculación profesional. Debe darse priori-
dad al financiamiento de potenciales talen-
tos, antes que a amplios sectores sociales.

• Calidad y cantidad son términos mu-
tuamente excluyentes.

• El principio de libre juego de la ofer-
ta y la demanda en la educación permitirá 
formar la cantidad y el tipo de profesiona-
les que demande el mercado, de modo de 
cumplir una asignación de recursos efi-
ciente. La desocupación o subocupación 
de profesionales demuestran que hay que 
limitar el número de universitarios. 

• La gratuidad de la universidad pú-
blica atenta contra la libre elección de los 
individuos entre la oferta pública y la pri-
vada; y contra el principio de libre com-
petencia entre los proveedores públicos y 
privados de educación.

• La libre competencia asegurará la 
mejora de la calidad de los docentes.

• Los costos sociales disminuyen si los in-
dividuos se hacen cargo de las consecuen-
cias de su elección.

• La gestión educativa privada es siem-
pre más eficiente que la pública (se usan 
como indicadores el cociente entre la can-
tidad de graduados y la matrícula total, o 
bien el gasto por graduado, comparando 
entre universidades públicas y privadas y 
entre países).

• Quien elige una universidad privada es 
objeto de una doble imposición tributaria.

En síntesis: el carácter público, gratui-
to y masivo de la educación pública atenta 
contra los principios de la teoría neoclá-
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sica: la equidad queda asegurada si quie-
nes se apropian de la “renta educativa” pa-
gan un arancel a cambio de los servicios 
educativos que reciben; la asignación óp-
tima de recursos se alcanza cuando, consi-
derando la inversión educativa un gasto y 
no un derecho, se establecen mecanismos 
de retorno de la dotación inicial y se regis-
tran ganancias. La libertad de elección re-
quiere la derogación de todas las normas, 
reglamentaciones y prácticas de las na-
ciones y las universidades hasta lograr la 
libre circulación del mercado mundial de 
la educación superior. Esa postura es im-
puesta por la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) y por la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE) a los países miembros. 

Derribar mitos
Los argumentos neoliberales son pre-
sentados como evidencias provenientes 
de un discurso supuesto como científi-
co que no tiene en cuenta hechos rele-
vantes en países ricos, donde el aran-
celamiento universitario acarrea cre-
cientes problemas. En Estados Unidos, 
por ejemplo, el endeudamiento de las 
familias que toman préstamos para sol-
ventar la educación universitaria de sus 
hijos aumentó un 70% en tres años, y la 
emigración de estadounidenses hacia 
universidades alemanas, que son gra-
tuitas, alcanzó el 20% (4.500 estudian-
tes). Mientras Alemania abolió el cobro 
de matrícula tanto para estudiantes na-
cionales como extranjeros, la deuda es-
tudiantil en Estados Unidos llegó a 1,3 
billones de dólares y el 70% de los estu-
diantes se gradúa con una deuda cercana 
a los 30 mil dólares. Como consecuencia 
están creciendo colectivos como el De-
bt Collective, que resisten al pago de los 
préstamos para el financiamiento de los 
estudios universitarios (2). 

También resulta importante obser-
var la experiencia chilena. En 2014, Mi-
chelle Bachelet llegó a la Presidencia 
de Chile derrotando a su predecesor y 
candidato de la derecha Sebastián Piñe-
ra. El triunfo de Bachelet fue impulsa-
do especialmente por el movimiento de 
una clase media asfixiada por las deudas 
contraídas con las entidades financieras 
para pagar el arancel universitario. El 
entonces derrotado Piñera ganó las úl-
timas elecciones en marzo de 2018, de-
rrotando al candidato oficial, pero com-
prometiéndose a sostener la gratuidad 
de las universidades públicas.

El arancelamiento en los estudios su-
periores, lejos de solucionar el financia-
miento de la educación, produce serios 
problemas que afectan tanto a la reten-
ción y graduación de los alumnos como 
a la vida de las familias y la comunidad: 
sus consecuencias no son solamente in-
dividuales sino sociales.

 En el caso argentino también deben 
tenerse en cuenta una cultura y una tra-
dición por las cuales las universidades 
públicas son gratuitas. El país se ha visto 
beneficiado por una mayor cantidad de 
estudiantes y profesionales provenien-
tes de sectores medios y populares. Ello 
aporta a un clima cultural más democrá-
tico en las universidades. No está de más 
subrayar que la imposición de un aran-
cel no mejoraría los bajos porcentajes de 
graduación. Estos tienen un origen com-
plejo, socioeconómico y pedagógico, que 
afecta a muchas universidades, no sola-
mente argentinas, y ha sido insuficiente-
mente estudiado.

Ocultando la evidencia de las distin-
tas condiciones económico-sociales 
como punto de partida (que incluye ha-
ber tenido un acceso desigual a los ni-

veles de educación obligatoria), se disi-
mula que la suspensión de la gratuidad 
dejaría automáticamente fuera de los 
estudios superiores a una proporción 
de estudiantes cuantitativa y cualita-
tivamente significativa. Ese hecho es 
una preocupación para quienes aspira-
mos a que todos los jóvenes que termi-
nan la educación secundaria tengan la 
posibilidad de ingresar a las universi-
dades. Lo contrario ocurre con quienes 
prefieren que las profesiones sean re-
guladas por arcaicos colegios de corte 
corporativo, y que, comprometidos con 
las variables de la dependencia, des-
echan los aportes nacionales al conoci-
miento científico-tecnológico. 

Detengámonos en la postura que sos-
tiene que la idea democrática de derecho 
supone la igualdad entre los hombres.
(3). Otras nociones, como la de inclusión 
y la de mérito, disociadas de aquella no-
ción de derecho, dejan a esta última en 
un lugar subordinado. Si es evidente que 
el Estado está obligado a garantizar la 
gratuidad de la educación que estable-
ció como obligatoria, podría argüirse 
su desvinculación al respecto de la edu-
cación superior, no obligatoria. Pero en 
cuanto derecho universal, su aplicación 
no puede ser excluida del nivel supe-
rior. Hacerlo, produciría una brecha en 
la sociedad y eliminaría la posibilidad de 

conformar la “esfera pública”. Esta, co-
mo espacio de múltiples intercambios, 
es negada si no actúa el Estado “para 
fortalecer el papel de la democracia en 
el capitalismo, interviniendo para ami-
norar las tendencias estructurales de la 
desigualdad social” (4). 

Si el Estado asume ese rol, deberá ga-
rantizar el acceso igualitario, siendo la 
equidad una cualidad subordinada. En 
este caso no se excluyen programas foca-
lizados, como las becas y la formación de 
talentos, pero serán secundarios respecto 
a los que abarcan al conjunto, en el marco 
de una adecuada planificación. El limita-
do alcance de los programas focalizados 
se suele intentar justificar como aporte a 
la equidad. De manera publicitaria se ex-
ponen éxitos de fundaciones o sujetos pri-
vados en acciones educativas sobre gru-
pos considerados vulnerables, confron-
tándolas con la supuesta “ineficiencia” de 
políticas públicas de alcance masivo. 

Hemos mencionado que la opinión 
negativa respecto a la gratuidad reclama 
contra una supuesta doble imposición 
tributaria, que marcaría la desigualdad 
en desmedro de los que deciden (y pue-
den) pagar un arancel en una universi-
dad privada, a la vez que deben abonar 
tributos que concurren a financiar la 
educación pública de otros. Nuevamen-
te actúan las premisas a las que nos he-

mos referido: se trata de reconocer o in-
validar que la educación superior tiene 
efectos sobre el conjunto de la sociedad, 
tanto mediante la formación de los pro-
fesionales y técnicos, de la investigación, 
de desarrollos tecnológicos e innovacio-
nes, como en la difusión social de la cul-
tura. Por otra parte, la elección de con-
currir a un establecimiento educativo 
privado en lugar de recibir el que le ase-
gura el Estado es una decisión personal 
que no puede invalidar las obligaciones 
del individuo con la sociedad; tampoco 
su aporte a las prestaciones públicas de 
las cuales es beneficiario. 

Otra objeción sostiene que la educa-
ción superior estatal gratuita limita el 
derecho a la libre elección por parte de 
los individuos, pues establece diferen-
tes condiciones de acceso a las universi-
dades públicas y a las privadas, limitan-
do de ese modo la libertad de enseñar y 
aprender. Una interpretación liberal de 
este último precepto constitucional fue 
la Ley Domingorena (14.557/58), que 
autorizó a las universidades privadas 
a emitir títulos habilitantes. El mismo 
punto de vista debería reconocer que el 
campo de la libertad se ensancha si exis-
te la opción gratuita. Por otra parte, nada 
impide que una universidad privada de-
cida ser gratuita.

Carece de sentido discutir desde 
abordajes técnicos las estrategias meri-
tocráticas de selección. Cualquiera que 
sea su formato, no van dirigidas a me-
jorar la “calidad” de los universitarios, 
sino a asegurar su selección de acuer-
do a las demandas del mercado y a la 
reproducción de los privilegios. Estos 
requieren desigualdades y distincio-
nes sociales que el acceso gratuito a la 
universidad tiende a disminuir. En ese 
sentido los medios de comunicación 
monopólicos realizan una insistente 
campaña a favor del arancelamiento y 
otras medidas selectivas de la pobla-
ción universitaria (5).

Abordando la educación superior co-
mo derecho universal, sostenemos que 
la instancia creada para atender al bien 
común es el Estado. Las universidades 
públicas son organismos autónomos y 
autárquicos del Estado Nacional. Este 
debe planificar la educación superior y 
la investigación, en diálogo con la comu-
nidad universitaria y con otras represen-
taciones sociales, fortaleciendo el espa-
cio público. Los avances de la tecnología, 
los cambios en las formas de comunica-
ción y el aprendizaje temprano de lógi-
cas avanzadas impactan sobre la organi-
zación de la educación mostrando la in-
consistencia del antagonismo calidad/
cantidad y de los cálculos basados en la 
relación estudiantes/docentes, o ingre-
santes/graduados. La sociedad tiene an-
te sí las llaves para reconfigurar las uni-
versidades sobre las bases de derecho a 
la educación y de dignidad social. La pe-
dagogía tiene una ardua labor que cum-
plir si se compromete con ello. g
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Una 
cuestión 
saldada

¿Qué estamos 
discutiendo?

D
esde que se recibió de conta-
dora y magíster en Finanzas 
Públicas, Danya Tavela se de-
dicó a gestionar –en diversos 

cargos– instituciones dedicadas a los es-
tudios superiores. Ahora está al frente 
de la Secretaría de Políticas Universita-
rias de la Nación, el máximo organismo 
del sector: “La sociedad argentina –dice 
la funcionaria– consensuó un sistema 
autónomo, de ingreso irrestricto y sin 
arancelamiento, más allá de las distintas 
representaciones ideológicas”.

En los últimos tiempos aparecieron 
varios artículos cuestionando la gra-
tuidad universitaria. ¿Por qué el deba-
te resurge en este momento?
No es un problema de momentos. El fi-
nanciamiento de la educación superior 
sufre una tensión en todo el mundo: la 
inversión en el sector está acelerada res-
pecto al crecimiento de recursos de los 
Estados. Hay un aumento de deman-
da de educación superior debido a una 
economía que requiere conocimientos 
y personas cada vez más calificadas. Eso 
implica un crecimiento de la matrícu-
la universitaria: en América Latina, del 
2000 para acá, se cuadriplicó.

Para usted, ¿cómo debe resolverse esa 
tensión en Argentina?
No pasa por discutir la gratuidad. Si la 
discutimos, retrocedemos. Argenti-
na tiene este tema saldado. Lo que hay 
que discutir es cómo recuperamos los 
valores de gestión y planificación de 
manera que el sistema sea más susten-
table. El modelo de educación superior 
que tenemos es heterogéneo, comple-
jo y elegido por el resto del mundo por 
su calidad. Goza de altísimo consenso y 
valoración social, lo tenemos que acom-
pañar con una gestión transparente, efi-
caz, con diagnosticar los problemas y 
ver cómo se abordan.

Usted dice que goza de prestigio, pe-
ro quienes proponen el arancela-
miento lo hacen en nombre de una 
supuesta decadencia educativa.
Esos discursos se contrastan con la reali-
dad. Ahora, no cabe duda que el sistema 
universitario debe entender los cambios 
que vive el mundo. El nuevo joven por 
ahí no llega con saberes y habilidades 
propias del sistema anterior pero vie-
ne con un montón de información que 
quizá no logra transformar en conoci-
miento. Además, las profesiones en que 
se forma tendrán un montón de cambios 
mientras aún las esté estudiando. Es tan 
vertiginoso que pensar en proyectar una 
profesión a siete años es un absurdo. El 
desafío es generar propuestas académi-

L
a discusión sobre el arance-
lamiento evidencia el carác-
ter político de una construc-
ción histórica que hoy es una 

marca identitaria del sistema univer-
sitario en Argentina. Cada vez que se 
reaviva este debate, se transparenta 
una disputa en torno a modelos de 
país diferentes que pujan por encon-
trar sus moldes institucionales. 

La actual discusión se da en me-
dio de un proceso de democratiza-
ción de la educación básica, con la 
incorporación de la obligatoriedad 
del último tramo de la secundaria, 
que ayuda a incrementar la partici-
pación de jóvenes en la educación 
superior. Los estudiantes en el sis-
tema universitario público crecie-
ron, entre 2006 y 2015, un 19,7%. 
En el mismo período, la cantidad de 
nuevos inscriptos trepó un 27% y los 
egresados aumentaron un 47%. A su 
vez, la brecha de participación en-
tre estudiantes ricos y pobres en la 
universidad se redujo de 4 a 1 en los 
años 90, a 1,5 a 1 en 2014. 

Para comprender el alcance de la 
decisión política sobre la gratuidad 
en el nivel superior no basta con re-
cordar que quedó establecida por el 
Decreto 29.337 que, en 1949, esta-
bleció la suspensión del cobro de los 
aranceles universitarios. Su espíritu 
se inscribe en un contexto de época 
plasmado en un conjunto de norma-
tivas: la sanción de la Ley Universi-
taria 13.031 de 1947 y la Constitución 
reformada de 1949 –donde se defi-
nen los sentidos y se atribuyen fun-
ciones a la universidad–, el Decreto 
4.493 de 1952, con el que se suspen-
día el cobro de aranceles a “estu-
diantes de segunda enseñanza, del 
profesorado e institutos especiales, 
tanto oficiales como adscriptos, con 
alcance a los estudiantes libres”, el 
Segundo Plan Quinquenal de 1953 y 
la Ley Universitaria 14.297 de 1954. 
En todos se aseguraba la gratuidad. 

Con ese andamiaje, el peronismo 
–al frente de un Estado que se con-
cebía como planificador–buscaba 
ampliar el acceso a la educación en 
general y a transformar la realidad 
universitaria de cara a un nuevo pro-
yecto de país. Con el reemplazo de la 
Ley Avellaneda, en ese momento to-
davía vigente, y con la posterior Ley 
de 1954, se hacía patente que la uni-
versidad debía organizarse para dar 
respuestas a un modelo productivo 
de industrialización. Para lograrlo 
se destacó el rol central de la forma-
ción y la investigación universitaria 
para el desarrollo científico y tecno-
lógico de Argentina, así como para 
el cultivo de la “conciencia nacional 
histórica”, ambos destinados a supe-
rar la situación de dependencia. En-
tre sus funciones, se subrayaban el 
“sentido social” de la universidad y 

cas pertinentes y que a su vez sean flexi-
bles, dinámicas e interdisciplinarias, que 
doten de herramientas para adaptarse y 
actuar en ese cambio constante. 

¿La educación universitaria es un bien 
o un derecho?
Es un derecho, pero también es un acti-
vo del país. Hay un beneficio social, esa 
es otra discusión saldada a nivel mundial.

Si está claro que es un activo social, 
¿por qué la discusión por el presupues-
to es tan ardua?
Porque los países tienen ingresos de ma-
nera limitada. La discusión está al inte-
rior del sistema, ver cómo se gestiona 
ese presupuesto y cómo obtiene un me-
jor rendimiento en función de los resul-
tados a obtener: generar conocimiento, 
formar personas y alcanzar alto grado 
de excelencia en esa formación. Todas 
las acciones tienen que tender a la inclu-
sión y la calidad, dos conceptos que no 
deben ser contrapuestos. La discusión 
no es cómo financiar: una cosa es garan-
tizar el acceso y otra la permanencia, el 
progreso y la graduación.

Por primera vez, Argentina tiene un 
presidente y la mayor parte de su gabi-
nete que son egresados de una univer-
sidad privada. ¿Cómo repercute eso en 
la gestión de la política universitaria? 
El recorrido individual debe quedar en 
la puerta del Ministerio. Soy hija de la 
educación pública y si no hubiese exis-
tido no hubiera tenido la posibilidad de 
estudiar. El presidente no tiene una po-
sición antigratuidad.

¿ Ta m p o c o  d e  m e d i d a s  s u t i l e s , 
arancelamientos indirectos o cupos?
No, eso tiene que ver con la autonomía de 
cada casa de estudio. No las propiciamos. 
Al revés, tomamos medidas para la inclu-
sión de jóvenes con vulnerabilidad eco-
nómica: modificamos el sistema de be-
cas para incentivar el ingreso a carreras 
prioritarias que demanda el país y, ade-
más, el progreso del estudiante. Creamos 
el programa Nexos, orientado a garanti-
zar saberes y habilidades en los jóvenes 
que culminan la escuela secundaria y no 
tienen incorporadas determinadas capa-
cidades para insertarse a la universidad.

A lo largo del último siglo, la universi-
dad fue avanzando en sus políticas de 
inclusión. ¿La tendencia continuará 
hacia posgrados gratuitos? 
No, la escasez de recursos públicos hace 
que avanzar en la gratuidad del posgra-
do sea dificultoso. Sería deseable, pero 
habría que generar más presión tributa-
ria y Argentina está en un límite. Hoy no 
es viable dar esa discusión. Pero la ma-
yoría de las instituciones tienen políticas 
para que sus graduados y docentes ten-
gan bajos costos en sus posgrados. 

¿Qué opina del fallido proyecto del 
diputado oficialista Luis Petri que 
promovía el cobro de aranceles para 
estudiantes extranjeros? 
Hubo una confusión, los estudiantes 
extranjeros en Argentina representan 
un número muy pequeño respecto de la 
matrícula total. Además, el 97% de ellos 
son residentes, con lo cual pagan im-
puestos y sostienen la educación supe-
rior que reciben. Él estaba convencido, 
de buena fe, que era un problema. Son 
mitos que se instalan. En la mayoría de 
los casos falta información. g

*Editor de La educación en debate.

su rol en “la difusión de la cultura pa-
ra el prestigio y engrandecimiento de 
la Nación”. Aunque no se modificaban 
sustancialmente cuestiones relativas 
al gobierno universitario, se señalaba 
la importancia de contar con un cuer-
po docente de dedicación exclusiva. 

La actual democratización educa-
tiva genera disputas en torno al sen-
tido que la orienta, su alcance y finan-
ciamiento. Ante esto, el debate por el 
arancelamiento ingresa en un momen-
to político en el cual hay una fuerte 
tentación de encontrar en la selectivi-
dad y privatización,  junto a enlatados 
tecnológicos y a una estrecha idea de 
profesionalismo (estrictamente ligada 
a las demandas laborales), soluciones 
simplificadoras y cortoplacistas. 

Ante las dificultades en materia de 
enseñanza y aprendizaje, de perma-
nencia y de egreso en los distintos ni-
veles, que son una buena parte de los 
problemas que enfrentamos, el aran-
celamiento universitario no ofrece 
soluciones. La gratuidad, en cambio, 
requiere ser acompañada y comple-
mentada con políticas públicas capa-
ces de articular inversión y asigna-
ción de recursos con intervenciones 
sistémicas y en conjunto con las ins-
tituciones involucradas. 

Y entonces, ¿qué estamos discu-
tiendo?:  el conocimiento, a diferencia 
del dinero y de los bienes, no se puede 
distribuir. Tampoco puede comprar-
se hecho. Por el contrario, requiere 
de un otro capaz de involucrarse, de 
contribuir en el proceso de aprendi-
zaje. Para eso se necesitan condicio-
nes socioeconómicas, sistémicas y 
pedagógicas en las que los gobiernos y 
las instituciones estatales deben enfo-
carse, incrementando sus inversiones 
y diversificando sus estrategias. Las 
condiciones socioeconómicas impac-
tan en el capital cultural y relacional 
que un estudiante pone en juego en su 
formación. No es una novedad que las 
desigualdades operan fuerte en socie-
dades con niveles de fragmentación 
como la nuestra, incidiendo en lo edu-
cativo. Hay condiciones sistémicas, lo 
que supone problemas no resueltos 
en la apropiación de conocimientos 
por parte de los estudiantes. Estos se 
arrastran de otros niveles, impactan-
do sobre las elecciones y los desem-
peños. Finalmente, atender a los es-
tudiantes universitarios demanda ca-
pacidad institucional para asumir las 
condiciones pedagógicas como una 
tarea. Es algo que se viene haciendo y 
requiere tiempo. Allí anida la posibi-
lidad de problematizar los modos de 
transmisión de los conocimientos y la 
construcción del oficio de investiga-
dor, realizando de manera efectiva la 
incorporación de muchos más estu-
diantes al ethos universitario. g
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“Un 
rechazo 
enorme”

Integrar a los 
de afuera

“
Sin querer ser alarmista, están co-
rriendo peligro una gran cantidad 
de conquistas y derechos de los 
trabajadores y del pueblo en gene-

ral. En ese sentido, uno no puede dejar 
de pensar que también puede estar en 
riesgo el derecho a la educación pública 
y gratuita, en general, y a la universidad 
pública y gratuita, en particular”, sos-
tiene Santiago Gándara, docente uni-
versitario y secretario de Prensa y Co-
municación de la Asociación Gremial 
Docente de la Universidad de Buenos 
Aires. “No es casual que en momentos 
de crisis reaparezca la cuestión de si la 
universidad debe ser gratuita, como si 
se tratara de un servicio educativo y no 
de un derecho conquistado. En 1999, el 
entonces ministro de Economía López 
Murphy quiso avanzar con el arancela-
miento de la universidad y esto produjo 
una gigantesca movilización que hizo 
que durara poco más de dos semanas en 
el cargo”, recuerda. 

Según Gándara, ya en 1995 la Ley de 
Educación Superior introdujo formas 
solapadas de arancelamiento en la uni-
versidad pública: “Se ha naturalizado 
que los posgrados sean pagos, y en algu-
nas facultades son muy costosos”. La for-

E
n 2016, Josefina Mendoza se 
convirtió en la primera mujer 
al frente de la Federación Uni-
versitaria Argentina (FUA). 

Estudiante de Relaciones Internacio-
nales de la Universidad del Centro de la 
Provincia de Buenos Aires, aun le restan 
unos finales para recibirse. Pero no pa-
rece una tarea sencilla. Desde finales de 
2017, con sólo 25 años, protagoniza un 
nuevo hito: es la diputada (UCR) más 
joven desde que retornó la democracia 
al país. 

¿Corre peligro la gratuidad?
Creo que no. Hay discusiones que sur-
gen periódicamente, como con el te-
ma del cobro de un arancel a los ex-
tranjeros. También es cierto que salie-
ron varios editoriales en ese sentido 
en diarios de tirada importante. Sin 
embargo, el sistema universitario no 
pone en discusión la gratuidad. Fue 
una conquista histórica de la universi-
dad argentina y ha sido faro para Lati-
noamérica y el mundo. 

¿Cuál es tu opinión sobre el proyecto 
que intentó impulsar el diputado Luis 
Petri (UCR) para que los extranjeros 
paguen la universidad pública?
Restringir el acceso a la universidad 
de otro país iría contra nuestra histo-
ria, nuestra tradición y nuestra Cons-
titución. Estoy convencida de que esos 
estudiantes vienen a Argentina por el 
prestigio que tienen nuestras univer-
sidades y eso las jerarquiza. Incluso, se 
generan beneficios ligados con la inte-
gración y el intercambio cultural. Hay 
muchos mitos sobre el acceso de estu-
diantes extranjeros. Se dice que no pa-
gan la universidad, pero cuando una 
persona vive al menos cuatro años en el 
país paga los impuestos y eso hace que 
se sustente el sistema. Otro mito es que 
extranjeros les quitan el lugar a los ar-
gentinos. La realidad es que si hoy mu-
chos argentinos no están en la universi-
dad es porque no generamos las condi-
ciones para que lleguen todos.

mación de grado, sin embargo, sería difí-
cil de arancelar porque “todos sospechan 
que se produciría un enorme rechazo y 
una enorme movilización”. Y ejempli-
fica: “El 12 de mayo de 2016 se hizo una 
movilización gigantesca docente-estu-
diantil, que tenía que ver con reclamos 
por la paritaria pero también con la de-
fensa de la universidad ante la sospecha 
de que se avanzaba con alguna forma de 
arancelamiento. Fue casi una especie de 
acción precautoria, porque no había na-
da en los papeles”. 

Para el docente, quienes afirman que 
la gratuidad universitaria hace que los 
que menos tienen les paguen los estu-
dios a aquellos de mayores recursos ol-
vidan algo importante: “Los sectores 
populares o medios bajos quedan fuera 
de la universidad no porque otros ocu-
pen su lugar, sino porque hay un sistema 
educativo completamente desigual. Lo 
que se menciona con la fórmula de ‘bre-
cha educativa’ es un pozo que hace que 
muchos sectores no puedan acceder al 
sistema universitario”. La contraposi-
ción masividad/calidad, por otra parte, 
le resulta absurda: “Son contradictorias 
sólo en el caso de que no se ponga pre-
supuesto. Lo que conspira no es la ma-
sividad, sino que no se destine presu-
puesto para que en lugar de haber una 
comisión de 80 o 100 alumnos haya dos 
o tres comisiones. Cualquier docente 
sabe que si hay mejores condiciones de 
trabajo y mejores condiciones de apren-
dizaje, el resultado educativo es mucho 
mejor. Los que piensan que el proble-
ma es la masividad están pensando en la 
vieja universidad aristocrática. Los es-
tudios universitarios deberían ser cada 
vez más universales”. g
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¿La masividad afecta la calidad? 
Hoy tenemos un gran inconveniente: 
apenas uno de cada diez argentinos lle-
ga a la universidad. Esto tiene que ver 
con una crisis estructural del sistema 
educativo. No podemos hablar de masi-
vidad cuando el 50% de los jóvenes de-
serta del secundario, y cuando los que lo 
terminan no tienen demasiadas herra-
mientas para sostenerse dentro del sis-
tema universitario. En los últimos años, 
muchas universidades, incluso la UBA, 
tuvieron que dictar cursos de lectocom-
prensión. 

Algunos dicen que los que menos tie-
nen pagan los estudios de los que más 
tienen. ¿Es así?
En general todos los argentinos finan-
ciamos la universidad pública hasta 
cuando compramos una Coca en un 
kiosco. Esto tiene más que ver con una 
concepción de lo público y con que to-
dos aportamos a ese sistema al que to-
dos deberíamos poder acceder. El pro-
blema no está en quién lo sustenta sino 
en por qué aquellos sectores menos fa-
vorecidos no llegan a la universidad.

Hay federaciones estudiantiles que 
desconfían de una presidenta de la 
FUA que es parte de una alianza que 
tiene dirigentes que se pronuncian 
contra la gratuidad o que no están 
identificados con la defensa de la edu-
cación pública.
No estoy segura de que sean federa-
ciones, sí que son fuerzas políticas que 
componen algunas federaciones. Perte-
necemos a espacios políticos distintos 
y tenemos plena libertad para cuestio-
nar o dudar del proyecto educativo del 
partido al que no pertenecemos. Podrá 
haber diferencias respecto a temas pun-
tuales, pero de ningún modo creo que 
estén en riesgo ni la educación pública 
ni la universidad pública.

Un rasgo de excepcionalidad es que sos 
al mismo tiempo diputada y presiden-
ta de la FUA. ¿Estás dispuesta a seguir 
defendiendo la gratuidad más allá de 
las posiciones que puedan tener otros 
dirigentes de tu fuerza política?   
Por supuesto. Es uno de los principios 
por los cuales hago política. Me formé 
defendiendo una mejor universidad 
pública. Todavía hay muchísimo que 
hacer, sobre todo para integrar a los que 
aún no están dentro del sistema. g

D.H.

SanTiago  gánDara, gremialiSTa JoSefina menDoza, 
eSTUDianTe y DiPUTaDa

por Diego Herrera*

Saber para qué
“Creemos que está en riesgo la perspectiva de la universidad como derecho. El contex-
to general de ajuste económico y el ataque a la escuela pública son formas indirectas de 
afectarla. Aunque hoy no existe un marco social que se lo permita. Más allá del tema de la 
gratuidad, el gobierno reactiva un conjunto de mecanismos que implican la introducción 
de diferenciaciones al interior del sistema universitario basadas en cercanías políticas de 
los rectores con las autoridades nacionales. También se impulsan líneas de investigación 
conectadas con ciertos centros internacionales de producción de conocimiento en per-
juicio de otras más orientadas al desarrollo autónomo y a las necesidades sociales” . (Fe-
derico Montero, secretario de Organización de Conadu y secretario general de la Gremial 
Docente de la UBA –Feduba–)


